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CONCURRE: Señor Representante Gustavo Silveira. 


INVITADOS: Por el Colegio de Abogados doctores Enrique Echevarría, Liborio Lagos y César Pérez 
Novaro. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).- La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración recibe con mucho gusto a los doctores Enrique Echeverría, Liborio Lagos y César 
Pérez Novaro, representantes del Colegio de Abogados del Uruguay. Ellos han solicitado ser recibidos 
para realizar una serie de comentarios con relación a un proyecto relativo al marco regulatorio de la 
Caja de Profesionales Universitarios que está en el orden del día de hoy de la Cámara. 


SEÑOR ECHEVERRÍA.- Desde el punto de vista gremial tenemos un interés muy directo en relación 
con el proyecto de reforma de la Caja de Profesionales por razones naturales, porque somos afiliados a 
ella del mismo modo que el resto de los profesionales universitarios, a excepción de los escribanos que 
tienen su Caja propia. 


El año pasado, el Colegio de Abogados del Uruguay mantuvo una entrevista con los Presidentes de las demás 
gremiales y a iniciativa nuestra se formó una mesa puntual para el tratamiento de esta situación cuando se 
venían procesando las distintas propuestas de reforma. El Colegio de Abogados del Uruguay y las otras 
gremiales -por ejemplo, el Sindicato Médico del Uruguay, los ingenieros agrónomos, los arquitectos, 
etcétera- veíamos muy prudente que de una vez por todas se arribara a una reforma de la ley orgánica pero, 
lamentablemente, en el proceso de estudio por parte del Parlamento y de las distintas Comisiones hemos 


visto algunos problemas que queremos señalarles. Si ustedes los recogen y pueden salir algunas propuestas 
favorables a los intereses de los profesionales universitarios, bienvenidas sean. 


Sabemos que el Presidente de la Caja de Profesionales, el arquitecto Canel, considera -estas son palabras 
mías- que este proyecto es lo menos malo. Como ustedes saben, en la Caja de Profesionales hay un órgano 
llamado Comisión Asesora y de Contralor que realiza -lo digo con absoluta objetividad- un trabajo 
concienzudo, fuerte y claro en aras del desarrollo de la Caja de Profesionales en todos los aspectos. Ha hecho 
objeciones -que ustedes conocerán- con respecto a este proyecto y también ha sido muy incisiva, muy clara, 
muy frontal con el propio Directorio de la Caja, lo que nos gratifica, porque para eso existe un Órgano de 
contralor y asesor. 


Como decía al inicio, el año pasado tuvimos esa iniciativa de charlar con varios Presidentes y asesores de 
otras gremiales, porque veíamos que la agrupación universitaria -que sería nuestro ámbito natural de 
representación- no funcionó, a nuestro criterio, en forma adecuada. En este momento nos encontramos con 
que este proyecto fue aprobado en el Senado. Me consta, porque conozco a varios legisladores -algunos que 
están acá-, que toman su trabajo en serio y no juegan con las personas. Este es un tema muy caro para esos 
legisladores que conozco, sean o no profesionales, y tenemos una aspiración y una esperanza de que este 
proyecto salga corregido. 


Por ejemplo, con respecto a los Magistrados, en su momento se había propuesto que fueran incorporados 
aquellos -estoy hablando de Magistrados en calidad de Jueces estrictamente- que lo son con anterioridad al 
año 1996. Tengo entendido -ustedes me corregirán- que el régimen se extendió a quienes lo fueren desde 
antes de 2001. Los Fiscales también son Magistrados. Luego se incorporaron también los Defensores de 
Oficio a esta demanda. Consideramos que el principio de solidaridad intergeneracional estaría conculcado si 
se consolida esto de que se incorporen los Magistrados. El Colegio de Abogados del Uruguay se entrevistó 
con la Asociación de Magistrados. Yo no estuve presente, pero por la información que tenemos consideran 
que no es algo que esté bien -para decirlo con mis palabras; no involucro al Colegio- pero algunos lo ven 
como algo potable porque percibirán dos jubilaciones. 


Decía que el Colegio considera que el principio se vería conculcado del objeto principal que es la seguridad 
social, puesto que se darán beneficios económicos a personas que nunca aportaron. Desde el punto de vista 
constitucional y legal -como abogados lo podemos plantear de esta manera y ni qué hablar ustedes, que son 
legisladores- acá se violentarían flagrantemente principios que están muy claramente estatuidos. Se 
incorporaría a Magistrados, Fiscales, Defensores de Oficio y no se sabe cuántos más podrían entrar por esta 
portera. 


En cuanto a la dedicación especial, no solamente la tienen los Defensores de Oficio; hay otros funcionarios 
públicos profesionales universitarios que también tienen dedicación especial. Entonces, ¿dónde vamos a 
terminar en este tema? Sin haber aportado ellos recibirían jubilación, pensión, cobertura por salud y expensas 
funerarias, es decir, los beneficios que tiene cualquier afiliado activo o pasivo. 


Se dice en el proyecto de ley que Rentas Generales se haría cargo de los requerimientos económicos de este 
nuevo ingreso. En algún momento se habló de más o menos ciento ochenta Magistrados, pero hoy no se sabe 
a qué cantidad alcanzará esta reforma porque se extendió el beneficio a los anteriores al 2001. Rentas 
Generales lo cubriría mediante el Impuesto a las Retribuciones Personales. Ustedes ya saben todo esto, pero 
es necesario que lo planteemos como preocupación. 


Hay otro tema que me indicaba una colega muy esmerada y especialista en la materia y es que los gastos de 
administración no están previstos en el proyecto de ley. 


SEÑOR BARRERA.- ¿La extensión a los Jueces es desde 2001 o hay una fecha que tiene relación con 
el año 1996? 


SEÑOR ECHEVERRÍA.- Al inicio se habló de que alcanzaba a los Magistrados Jueces solamente al 
año 1996. Seguramente, debe estar escrito en algún lado. 


SEÑOR BARRERA.- ¿Por qué su afirmación con respecto al 2001? 


SEÑOR ECHEVERRÍA.- Tenemos entendido que el Senado ha aprobado esta modificación que llevó 
el régimen al 2001. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La delegación debe entender que este proyecto no fue discutido por esta 
Comisión sino por la de Seguridad Social. Por eso, tenemos dudas sobre el articulado, más allá de que 
hemos seguido su tratamiento. 


SEÑOR ECHE VERRÍA.- No lo sabíamos. 


SEÑOR ARAÚJO.- ¿El Colegio de Abogados del Uruguay no tuvo una entrevista con la Comisión de 
Seguridad Social cuando esta trató el proyecto de ley? 


SEÑOR ECHEVERRÍA.- Sí, varias, y ahora las está teniendo con los coordinadores de las bancadas, 
dado que se viene rápidamente la aprobación de este proyecto. 


SEÑOR BARRERA.- En el Senado también participaron. 
SEÑOR ECHEVERRÍA. Sí. 


En términos generales, vemos que habría principios de naturaleza de seguridad social que estarían 
conculcados con la incorporación de los Magistrados en términos muy amplios. Aparentemente, serían todos 
derechos y ninguna obligación, según lo que está escrito y por lo que se nos ha informado que fue aprobado 
en el Senado. 


Inclusive, aquellos que se incorporaron a las AFAP tienen la posibilidad de retirar sus fondos y ponérselos en 
su bolsillos y "no volcarlos" -entre comillas- a la Caja de Profesionales. 


SEÑOR ARAÚJO.- Nos resulta bastante difícil preguntar sobre estos temas cuando no hemos 
estudiado el proyecto en la Comisión y no tenemos el texto presente. 


SEÑOR ECHEVERRÍA.- Ustedes, por su papel, son personas importantes y nosotros no lo somos 
menos. Además, tenemos un rol gremial totalmente honorario y tenemos el deber de abogar por esto. 
Nos llama mucho la atención que otros gremios no hayan tenido la actitud incisiva que tenemos 
nosotros, quizás porque por nuestra profesión somos más hurgadores de lo que puede estar lindando 
con lo inconstitucional o sea directamente ilegal. 


Este capítulo de los Magistrados incorporados en este proyecto de ley tendría una naturaleza jurídica similar 
a la de una pensión graciable. Yo tiro las opiniones que hemos manejado no al vuelo sino seriamente. 


Hay otro capítulo con respecto a la incorporación de este testamento y es que tendrían el derecho de ser 
electores en los dos órganos de la Caja -tanto en la parte directriz como en la Comisión Asesora y de 
Contralor- y no elegibles, lo que nos parece totalmente carente de ecuanimidad cuando uno ingresa a una 
institución como la Caja de Profesionales donde los activos y pasivos tienen derecho a ser electores y 
elegibles. 


Sabemos que la dirección de la Caja de Profesionales considera, como dije al inicio, que este proyecto es lo 
menos malo. Conozco a varios colegas acá presentes -no es necesario dar nombres- y sé que son estudiosos, 
concienzudos y sensibles a esta materia. No le paso la mano a nadie; es lo que veo, siento y corrobora la 
coherencia de trato durante años, inclusive a nivel gremial. Quienes estamos acá presentes, tenemos varios 
años de ejercicio profesional en forma ininterrumpida y gracias a Dios no hemos tenido la dificultad de no 
aportar, pero hoy estamos aportando más de $ 2.000 por concepto de Impuesto a las Retribuciones 
Personales. Hoy, una categoría como la mía tiene casi $ 6.000 de aporte en un contexto socioeconómico cada 
vez más recesivo, lo que es prácticamente imposible de "bancar". Ese es un tema que también preocupa a la 
Caja, porque según la información que tenemos hay un promedio de 18% o 19% de declaración de no 
ejercicio. 


La Caja de Profesionales también se está jugando un poco a que ingresen nuevas profesiones. 


Esto es en grandes líneas -discúlpeseme si no fui ordenado en la exposición- lo que quería plantearles. 
Además, queremos sugerir si en algún momento pueden concurrir representantes de nuestro gremio con 
cierta especialización en la materia, reconocidos nacional e internacionalmente, para que puedan analizar 
mejor junto con ustedes algunas bondades que tiene este proyecto de ley y los defectos que se le ven. 


En este proyecto también se faculta al Directorio la posibilidad de que haya un seguro de salud y sería 
fenomenal que tuviera naturaleza preceptiva. Ustedes saben que, por ejemplo, los escribanos que trabajan en 
forma homogénea durante ciertos años poseen un seguro de salud que desde hace unos años tiene sus 
problemas financieros, pero ellos los resuelven. Nosotros no tenemos nada. Sí recibimos un hermoso boletín 
y gracias a la Comisión Asesora y de Contralor tenemos información directa y muy valiente de las 
informaciones que ha hecho la Caja, que fueron realmente pésimas. Tanto es así que, por ejemplo, una de las 
inversiones fue la compra de un campo. Lo compraron primero y después contrataron a una consultora para 
que les dijera qué hacer con él. Son cosas de locos. Esto lo digo a título personal, refiriéndome a 
informaciones que fueron volcadas en el seno de nuestro gremio. 


Algo similar sucede con la Torre de los Profesionales. A pesar de que desde el año 1990 se veía la 
depreciación, lamentablemente, del centro de Montevideo, se construyó ese edificio. Se rescindió la gran 
mayoría de los compromisos de compraventa y se contrataron abogados externos para dicha función. El 
Grupo cine tiene dos salas. ¿Cuál es la contrapartida? Entrega 2.700 entradas al Directorio de la Caja y este 
las reparte a sus afiliados. Cuando recibimos esto quedamos tan sorprendidos que dijimos: "Moralmente esto 
no corresponde; que vuelva a la Caja". 


Por favor, no digo que haya intencionalidad de nadie. 


SEÑOR BARRERA.- Cambiando totalmente el ángulo de la alocución, porque no conozco a fondo los 
temas de la administración y no sé si es buena o mala, simplemente quiero hacer dos preguntas. ¿Cuál 
es la opinión del Colegio de Abogados del Uruguay respecto de la norma que establece que el abogado 
patrocinante, sea o no apoderado de la parte, será solidariamente responsable del pago de dichas 
costas? Por otro lado, ¿cuál es la opinión del Colegio acerca de que la parte condenada en costas sea 
responsable de su pago ante la Caja aunque no fuese contribuyente en el caso concreto? 


SEÑOR ECHEVERRÍA.- Eso será contestado por el doctor Pérez Novaro. 


SEÑOR DÍAZ MAYNARD.- Reconozco que me siento profundamente incómodo. En primer lugar, por 
mi calidad de pasivo de la que me resulta cierta incompatibilidad. 


En segundo término, del punto de vista institucional siento que estamos actuando mal, porque este proyecto 
no llegó a esta Comisión y no tenemos posibilidades de conocerlo. Estamos recibiendo a una delegación 
calificada y uno tendría necesidad de intercambiar puntos de vista sobre un proyecto que no conoce. 
Entonces, la única solución racional es solicitar hoy a la Cámara que este proyecto pase adonde corresponde, 
que lo estudiemos y que recibamos a la delegación con elementos. Son todos amigos y estoy encantado de 
recibirlos, pero no voy a opinar sobre este tema y ni a sumarme a este mamarracho, por lo que me retiro de 
Sala. 


SEÑOR ARAÚJO.- Me parece muy oportuna la propuesta del señor Diputado Díaz Maynard y ni 
siquiera se puede tomar como una chicana por parte de esta Comisión. Este tema figura como último 
asunto del orden del día de hoy de la Cámara y seguramente no se va a llegar a considerar. El 
planteamiento que recibimos hoy oficialmente del Colegio de Abogados del Uruguay ya lo hemos 
recibido en forma reiterada a través de colegas abogados que nos han trasmitido su preocupación por 
esta situación. Por lo tanto, creo que podemos pedir al plenario que la Comisión tenga a estudio el 
proyecto por lo menos durante una semana o quince días a fin de dar nuestra opinión. Hay temas 
constitucionales importantes y creo que se debió haber integrado la Comisión de Seguridad Social con 
la nuestra ya que era un asunto que involucraba ambas temáticas. Sin perjuicio de las competencias de 
la Comisión de Seguridad Social -no es cuestión de generar enfrentamientos con los integrantes de esa 


Comisión-, me parece que hay un buen argumento para pedir en el plenario que el proyecto pase a esta 
Comisión. 


SEÑOR ORRICO.- De todas maneras, hay que dejar que la delegación termine su exposición. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Nuestra bancada nos había pedido, precisamente, tener una instancia de 
trabajo con la Comisión de Seguridad Social en vista de que había diferentes opiniones sobre este 
proyecto. De todas maneras, quisiera terminar de escuchar a la delegación y me gustaría que el doctor 
Pérez Novaro diera respuesta a las interrogantes del señor Diputado Barrera. 


(Ingresa a Sala el señor Representante Gustavo Silveira) 


SEÑOR PÉREZ NOVARO.- Para el Colegio de Abogados del Uruguay esta norma es trascendente y se 
la considera perjudicial. 


Es necesario enmarcar la pregunta del señor Diputado Barrera sobre la responsabilidad del abogado 
patrocinante, en primer lugar, dentro del régimen actualmente vigente para las responsabilidades procesales y, 
en segundo término, dentro de la interpretación que la Caja ha efectuado de esa misma responsabilidad. De 
esta forma, ustedes tendrán un mayor sentido de cuál es la inclusión en el proyecto, aspecto que en lo 
personal creo que ha pasado inadvertido en el Senado -lo digo porque revisé la discusión parlamentaria, por 
lo menos el Diario de Sesiones- y que es trascendente porque de alguna forma está incidiendo en el 
tratamiento de la responsabilidad nada menos que en el Código General del Proceso. Este tema ha pasado 
oculto, absorbido por el otro que trató el doctor Echeverría y que ha sido al que los legisladores y la opinión 
pública han dado mayor atención. 


Dado que se ha dicho que no se conoce el texto aprobado por el Senado y como yo lo traje, sugerí que se 
hicieran fotocopias del artículo 71 del proyecto de ley para repartir a cada uno. Aclaro que los subrayados son 
míos. 


El artículo 71 tiene diversos incisos y establece un elenco de recursos de carácter indirecto para financiar a la 
Caja. Cuando hablamos de recursos indirectos nos referimos a que no son obligaciones de los afiliados a la 
Caja sino que se trata de obligaciones legales que son asumidas o puestas de cargo de las partes o de los 
respectivos usuarios de los servicios profesionales. 


En este caso se establece la vicésima, que ya rige desde la ley orgánica de la Caja, la Ley N* 12.997. Yendo 
puntualmente al tema de la responsabilidad, para hablar muy brevemente del régimen actualmente vigente, 
tenemos que hacer referencia al numeral 6%) del artículo 154 de la Ley N* 15.750, que establece una 
responsabilidad solidaria de los procuradores de abonar los gastos comunes y particulares causados durante 
su intervención y en este caso son de cargo del poderdante. A su vez, podríamos decir que esta viene a ser 
una responsabilidad de carácter objetivo por la calidad de apoderado. 


Al mismo tiempo, el Código General del Proceso establece una responsabilidad de diferente naturaleza, o sea 
de carácter subjetivo, en el artículo 60, por el cual se establece la solidaridad con su representado y esa 
responsabilidad es subjetiva en la medida en que debe surgir de su actividad procesal. Esto ha sido entendido 
por la doctrina procesalista como una actividad maliciosa, intencional, dolosa del apoderado y de la parte, 
que evidentemente tiene diferente grado de gravedad que en relación a una pura responsabilidad objetiva. 


SEÑOR SILVEIRA.- Sobre este punto concreto siento que hay una responsabilidad objetiva, sí, pero 
que tiene como presupuesto una condena en costas. Y no es a cualquier litigante que condenan en 
costas. 


SEÑOR PÉREZ NOVARO.- Yo me estoy refiriendo a la responsabilidad del artículo 60, que es 
subjetiva. Luego, además de la del artículo 60 existe una responsabilidad objetiva que hoy 
prácticamente solo se halla fincada en el artículo 279 del Código General del Proceso, que establece 
una responsabilidad en casación referida sobre todo al perdidoso. Quien pierde es condenado en costas 
y costos y el propio Poder Ejecutivo ha enviado un proyecto de ley en ese sentido. 


SEÑOR BARRERA.- Ya fue aprobado por la Comisión. 
SEÑOR PÉREZ NOVARO..- Entonces, ustedes lo conocen. 


Lo que digo es lo siguiente. En el caso de la responsabilidad que dicta este proyecto, en primer lugar, se 
refiere -como pueden ver en el texto- a "dichas costas". El concepto "dichas costas" debe ser relacionado con 
el inciso anterior que, como dijo el señor Diputado Barrera, se refiere a la parte condenada en costas. Dice: 
"La parte condenada en costas es responsable de su pago ante la Caja, aunque no fuese contribuyente en el 
caso concreto". Obviamente, la parte es contribuyente respecto de las costas que le corresponden por su 
actuación, pero este inciso está regulando las costas de la otra parte. 


SEÑOR SILVEIRA.- No me quedó claro. 


SEÑOR PÉREZ NOVARO.- La vicésima, actualmente y en el proyecto también, pone una obligación 
pecuniaria a la parte por su actuación profesional. Luego, si existiere una sentencia de condena o en la 
propia sentencia en función de su resultado se estableciera una condena en costas y costos preceptiva y 
objetiva en este caso... 

SEÑOR SILVEIRA.- ¿Cómo preceptiva? 

SEÑOR BARRERA.- En la casación es preceptiva. 

SEÑOR SILVEIRA.- Digamos que alcanza a las que no son condenas preceptivas. 


SEÑOR PÉREZ NOVARO.- Por supuesto. 


SEÑOR SILVEIRA.- Pero hay una mala actuación o una actuación que se ha considerado no de todo 
leal. 


SEÑOR PÉREZ NOVARO.- Ahí está, sea esta subjetiva u objetiva. 


Este proyecto se refiere a "dichas costas", pero en el inciso anterior habla de costas y no refiere a un solo tipo 
de responsabilidad. No dice, por ejemplo, "cuando se refiere al artículo 60" o "cuando se tomare en cuenta la 
conducta maliciosa que esa parte tuvo en el proceso". El Colegio no pretende proteger la actuación maliciosa 
de un colega o de una parte sino que está poniendo el acento en que en este proyecto se está dando el mismo 
tratamiento de responsabilidad solidaria a quienes se hallen en cualquiera de esas circunstancias. 


Por otra parte, el establecimiento de un hecho generador de una responsabilidad solidaria en cualquier caso 
debe tener una vinculación con el hecho generador tributario o paratributario al que accede. Esa vinculación, 
s1 bien puede tener relación en casos de existencia de una sentencia, no la tiene sí fuera precisamente de 
carácter objetivo. Es más: el propio abogado que es patrocinante, que no actúa como apoderado -no existe un 
poder que lo vincule con su cliente- sino como representante judicial, no tiene forma de resarcirse de esa 
responsabilidad porque su actividad profesional en el proceso, o sea ejercer el derecho de la parte, se vería 
recortada por la eventualidad de una responsabilidad solidaria. Me explico. La vicésima es de cargo de la 
parte. Si el proyecto, además, pone al abogado solidariamente responsable, obviamente deberá tener sumo 
cuidado en que esa vicésima se abone para no incurrir en dicha responsabilidad. En materia tributaria, las 
responsabilidades de principio son subjetivas; las responsabilidades objetivas son de naturaleza excepcional 
y, por lo tanto, de interpretación estricta. 


SEÑOR BARRERA.- Lamentablemente, debo retirarme y quiero dejar una constancia en la versión 
taquigráfica. Los elementos de responsabilidad objetiva que plantea el doctor Pérez Novaro están en 
camino de subsanarse puesto que la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración ya aprobó una normativa en el mismo sentido de lo que ha expresado. Este proyecto 
fue aprobado por todos los partidos políticos, con lo cual es de esperar que cuente con la aprobación 
del plenario en las próximas sesiones y con la sanción del Senado. Aclaro que estoy hablando de 
responsabilidad objetiva. 


SEÑOR PÉREZ NOVARO.- De todas formas, el proyecto no distingue y de ese modo engendra 
problemas de interpretación y situaciones que en algunos casos pueden transformarse en indefensión. 
Puede suceder que se condene porque también -esto atiende a otro aspecto- el artículo 688 del Código 
Civil hace relación en las condenaciones procesales a un aspecto que atiende a la razón con la cual se 
ha litigado. Entonces, bonita restricción del derecho de defensa se puede llegar a producir si a partir 
del análisis de la razón eventualmente con la cual un Juez puede calificar la actuación de una parte si 
todavía se derivaría una situación perjudicial para el abogado imponiéndole la responsabilidad 
solidaria. Por eso creo que es grave la falta de referencia en el inciso octavo de este artículo a los 
aspectos de conducta procesal que deberían ser explicitados, aun considerando que se aprobare esa 
modificación del artículo 279 a que se refería el señor Diputado Barrera. 


Hay otros aspectos que quiero señalar. Lamento que hay una escribana miembro de la Comisión, que tenía 
mucho interés en la exposición y no está presente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La gente del Foro Batllista me pidió que los disculpara ante nuestros 
visitantes porque debían retirarse. 


SEÑOR PÉREZ NOVARO.- La vicésima grava la actuación de los profesionales universitarios 
intervinientes. Quiere decir que la actuación de un escribano por ejemplo en un proceso sucesorio, que 
actualmente resulta alcanzada por la vicésima había sido excluida especialmente de la Ley N” 12.997, 
pero ahora sí está incluida porque abarca todos los procesos contenciosos o voluntarios. Entonces, 
vamos a ver que la actuación del escribano en el proceso no resultará una responsabilidad solidaria, no 
por esta disposición sino por otra que está prevista en el inciso tercero del artículo 42 que dice que 
quedan excluidos de las disposiciones de la presente ley los profesionales escribanos en todo cuanto se 
relacione exclusivamente con el ejercicio de su profesión. Obsérvese que también puede afectar a los 
contadores o a cualquier otro profesional universitario que intervenga en el proceso. Por ejemplo, un 
perito que tuviera una actitud maliciosa también podría ser condenado. Esa condena en costas no 
conllevaría su responsabilidad solidaria; solamente la del abogado. De este modo se está discriminando 
a una profesión respecto de las otras por una misma actuación. Solamente quiero recordar lo que dice 
Justino Jiménez de Aréchaga en "La Constitución Nacional" en el sentido de que por la misma 
actividad o similares actividades se vulnera el principio de igualdad, constituyendo legislación de clases 
el tratamiento discriminatorio a quienes se hallen en la misma condición. 


Por ejemplo, en el proceso sucesorio o en un proceso concursal, los abogados tenemos los mismos derechos y 
obligaciones que otros profesionales y sin embargo podemos tener un tratamiento diferente en cuanto a esta 
responsabilidad solidaria. 


Finalmente, la vinculación entre abogado y cliente es, como todos sabemos, una vinculación "intuito 
personae" o sea, una relación de confianza. Esa relación de confianza personal, que obviamente se halla 
amparada por el secreto profesional y otra serie de consideraciones, se lleva a cabo en torno al ejercicio de un 
derecho de defensa que integra el principio del debido proceso y hace posible la tutela jurisdiccional, todo de 
recepción constitucional. Entonces, el establecimiento en la ley de una responsabilidad solidaria de carácter 
objetivo por su sola calidad de abogado patrocinante, sea o no apoderado -como establece este proyecto-, 
vulnera ese principio de defensa e, inclusive, puede considerarse que vulnera también la Constitución. 


Esto es lo que, en resumen, podemos decir en relación con esta norma. Por lo tanto, se requeriría una reforma 
o que se mantuviera el régimen vigente establecido en la Ley N* 15.750 y en el Código General del Proceso. 
En ese caso habría que eliminar este inciso o aclarar en el inciso anterior que la responsabilidad refiere a una 
responsabilidad de carácter subjetivo que atienda a la existencia de una sentencia condenatoria como prevé el 
artículo 60, al pedido de la contraparte y efectivamente a la verificación en el proceso de una conducta 
procesal que diere -como dice el artículo 60- mérito a ello, es decir, que contenga las características de 
dolosa, maliciosa y de mala fe que tienen que surgir manifiestamente. 


Quiero hacer una muy pequeña y última contribución. Este es un tema estrictamente tributario. El tema de las 
responsabilidades solidarias en materia tributaria ha sido siempre una preocupación de la doctrina tributarista 
que, como ustedes saben, se halla nucleada -no en su totalidad pero sí buena parte de ella y la más calificada 

sin duda- en el Instituto de Finanzas Públicas de la Universidad de la República. Me consta que este Instituto 


también se halla preocupado por esta norma. O sea que podemos decir que además del Colegio, que está muy 
preocupado por el alcance de esta responsabilidad solidaria en el proyecto, desde el punto de vista técnico 
científico también el Instituto de Finanzas Públicas se encuentra en las mismas condiciones. Lo digo porque 
su opinión también puede resultar de mucha utilidad. 


SEÑOR SILVEIRA.- Tengo el gusto de participar como visitante en la Comisión de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración. Presido la Comisión de Seguridad Social de la Cámara 
en la que se ha tratado el proyecto y lamento que no hayamos podido discutir estas consideraciones en 
el ámbito natural que el Reglamento atribuyó a esa iniciativa. 


De todos modos, quiero aprovechar esta oportunidad de avanzar, porque creo que todos estamos 
comprometidos a buscar soluciones y a poner lo mejor de nosotros mismos. En el día de hoy, el Parlamento 
debe resolver un problema pendiente desde hace años que, a mi criterio, es la estabilidad y la viabilidad 
financiera de un organismo paraestatal muy importante, que es la Caja de Jubilaciones y Pensiones de 
Profesionales Universitarios. De acuerdo con los números que se nos han presentado, si se mantuviera su 
actual estructura de funcionamiento no tendría viabilidad económica y después de comerse todas sus 
inversiones pasaría a generar déficit de más de US$ 170:000.000 según las proyecciones al año 2035. Eso 
comprometería seriamente el servicio de las prestaciones que se brindan a sus jubilados y pensionistas. 


Animados por esta preocupación de dar un marco de estabilidad y de viabilidad económica a la Caja estamos 
todos y estoy seguro de que nuestros visitantes también. Hace unos cuantos años que venimos tratando de 
generar ese gran marco. Hubo un proyecto del anterior Poder Ejecutivo que no fue sancionado por el 
Parlamento. La Caja siguió perdiendo dinero y comprometiendo su patrimonio. Este Poder Ejecutivo envió 
un nuevo proyecto tal como corresponde a su iniciativa privativa, que fue complementado por otro proyecto 
del 15 de agosto del año pasado y por otro de enero de este año, mediante el cual se agrega la posibilidad de 
que infinidad de afiliados activos puedan refinanciar sus adeudos con la Caja. Todos sabemos lo duro que es 
el sistema con quienes se atrasan. 


Este paquete que tenemos sobre la mesa no solamente reúne una serie muy importante de consensos en el 
plano de la estructura básica que hemos acordado en el Parlamento, por lo menos a nivel del Senado, y 
previamente entre el Poder Ejecutivo y la Caja, sino que además le hemos ido agregando otras cosas no 
menores, como la posibilidad de una refinanciación, no en las condiciones draconianas a que se debe 
enfrentar hoy un profesional que esté atrasado comprometiendo su patrimonio y el de toda su familia. 


Hoy, me encuentro en la disyuntiva siguiente, y la quiero plantear de corazón. Después de todos estos años de 
trabajo del Parlamento, del Poder Ejecutivo y de la Caja de Profesionales, y a pesar de los aspectos 
discutibles que, reconozco -también soy abogado-, tiene el proyecto, siento que no puedo dejar a la Caja sin 
un régimen que le dé una estructura de viabilidad hacia el futuro y sin posibilidad de refinanciación de 
adeudos para quienes están atrasados. Si no aprobamos el primer escalón y continuamos luego discutiendo 
los detalles secundarios -que se pueden tratar en una norma que no necesita iniciativa del Poder Ejecutivo-, si 
en la Cámara empezamos de cero y hacemos modificaciones al proyecto, este volverá al Senado, que debe 
dejar sin efecto sus votos o cambiar de opinión. Eso no se hace de un día para otro sino en un proceso de 
muchos meses. En el caso de que el Senado decida no aceptar nuestras modificaciones, terminaremos en una 
Asamblea General en abril del año que viene. Debo alertar sobre cuáles son los tiempos parlamentarios que 
se vienen y más allá de la discrepancia o coincidencia que pueda tener con los conceptos vertidos -que 
agradezco-, siento que debemos tomar una decisión práctica. Hoy es el día de dar un horizonte de viabilidad 
y estabilidad financiera a la Caja, y de abrir un espacio de diálogo sobre los otros temas que son secundarios, 
porque ninguno pesa más que la estabilidad y la viabilidad de la institución. 


Si hoy no votamos esta ley, por los tiempos políticos que se vienen, se compromete la posibilidad de dar un 
tratamiento parlamentario adecuado a este proyecto. El año que viene no lo vamos a aprobar, porque el clima 
no nos permitirá tejer acuerdos y no podemos dejar que se nos vaya de las manos la posibilidad de dar un 
marco de estabilidad a la Caja por cuestiones que, si bien son importantes, a mi criterio pueden ser discutidas 
posteriormente. El objetivo es contar con una Caja estable, saludable y viable, y de ahí podemos seguir 
adelante. La alternativa es proseguir con una Caja inviable, gravemente afectada y sin un horizonte de 
continuidad. Entonces, más allá de la firmeza con la que han expuesto sus argumentos, quería imponerlos del 
conocimiento de los riesgos que se están corriendo. Que no se sienta que no queremos tomar en cuenta 


precisiones con las que a veces coincidimos, sino que tenemos una realidad con problemas sumamente 
difíciles, que debemos manejar con pragmatismo. 


SEÑOR MICHELINI.- Básicamente, la delegación del Colegio de Abogados del Uruguay expresó sus 
observaciones. El Presidente de la Comisión de Seguridad Social fijó la posición, imagino, del 
Gobierno. Sin perjuicio de escuchar al señor Diputado Araújo, que ha pedido la palabra, me parece 
que se ha logrado el efecto querido por la delegación en cuanto a sensibilizarnos sobre este proyecto de 
ley. Si así fuera, sugiero que se levante la sesión. 


SEÑOR ARAÚJO.- Creo que es lo conveniente, porque no es costumbre de la Comisión discutir con los 
visitantes ni entre nosotros, más allá de que cada uno pueda tener su opinión. 


SEÑOR PÉREZ NOVARO.- Mi función no es polemizar con ninguno de los miembros de la Comisión; 
simplemente, quiero aportar algunos elementos que tienen relación directa con lo que dijo el señor 
Diputado Silveira. 


Yo dije que la interpretación que la Caja hace del régimen vigente es que la responsabilidad alcanza al 
abogado patrocinante. Esa interpretación surge de una serie de comunicados que la Caja ha enviado a los 
abogados, sosteniendo textualmente: "Si el abogado actuó como apoderado o representante o por el 
artículo 44 del CGP ante los órganos jurisdiccionales, se le considera deudor solidario y se procederá a 
retener el Certificado de Estar al Día". 


Esto alcanza a todos los abogados cuyas partes no abonen la vicésima puntualmente. El inciso que impone 
esta responsabilidad al abogado patrocinante, sea o no apoderado, viene a legalizar aunque sea minimamente 
esa interpretación. Entonces, es obvio que resulta importante que el legislador tenga en cuenta este 
antecedente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos muchísimo la presencia de la delegación del Colegio de 
Abogados del Uruguay. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


